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¿Referéndum o elecciones?

Matar mujeres y matar hombres

Razón antes 
que pasión

M atar a una mujer 
es monstruoso, 
pero no es peor 
que matar a un 
hombre. ¿O sí? 

El Congreso de la República ha 
considerado que matar a una mujer 
es una ofensa mayor a aquella que 
consiste en matar a otro ser humano. 
Lo ha establecido, al menos, cuando el 
asesinato se comete por la condición 
de mujer de la víctima.

Lo terrible de matar a una mujer es 
arrancarle la vida a un ser humano. 
Los seres humanos deben ser respe-
tados por igual, al margen de su con-
dición. ¿O no?

El que mata a una mujer “por su condición de 
tal” será reprimido con una pena privativa de 
libertad no menor de veinte años”. Así lo esta-
blece la Ley 30819, que rige desde julio pasado. 

La norma modifi ca el artículo 108-B del Có-
digo Penal, que castiga el feminicidio. El 108 
se refi ere al homicidio califi cado, el asesinato. 

El asesinato merece en nuestro código una 
pena no menor de 15 años. Se establece para el 
que mata a otro por ferocidad, codicia, lucro o 
placer; para facilitar otro delito; si lo hace con 
gran crueldad o alevosía; si lo comete con fue-
go, por explosión u otro medio que ponga en 
riesgo a otros.

Veinte años por matar a una mujer “por 
su condición de tal” es muy poco, realmente. 
Quince años por matar a un ser humano “por su 
condición de tal” es, claramente, inequitativo.

C omo bien sostiene el economista 
español Xavier Sala-i-Martin, no 
existe la “trampa de los ingresos 
medios”, sino países que dejan 
de hacer reformas. No es cierto, 

es decir, que pasado un umbral de desarrollo las 
economías se encuentren repentinamente en un 
valle de estancamiento, sino que pierden el rit-
mo por dejar de aprobar reformas que promue-
van un incremento en la productividad general y 
que les permitan aprovechar mejor sus recursos. 

La hipótesis de la ‘trampa’ se puede eviden-
ciar en una observación realizada en el 2012 
por el Banco Mundial. De 101 economías de 
‘ingresos medios’ analizadas en 1960, tan solo 
13 habían pasado a la categoría ‘ingresos altos’ 
para el 2008. La del Perú está entre las que se 
quedaron en el camino. 

La explicación sería así: países de ‘ingresos 
bajos’ pueden volverse competitivos produ-
ciendo bienes y servicios intensivos en mano de 
obra, bajos costos y tecnologías importadas; el 
incremento en la productividad lleva natural-
mente a dicha economía a la categoría ‘ingresos 
medios’. Para entonces, gran parte de la mano 
de obra ha transitado de sectores de baja pro-
ductividad a sectores de media y alta produc-
tividad. Culminada esta fase de reasignación, 
el incremento de los salarios resta competitivi-
dad a dichos bienes y servicios en el mercado 
global, reduciéndose así la tasa de crecimiento 
de la economía (una mejor explicación puede 
encontrarse en Agénor y otros, 2012).

Romper el statu quo requiere, entonces, 
reformas institucionales, tributarias y labora-
les, entre muchas otras. Todas, o al menos la 
gran mayoría, necesitan consensos políticos, 
por lo que la reforma política es fundamen-
tal para garantizar a todos los ciudadanos la 
mejora sistemática de sus ingresos y, por lo 

tanto, de su calidad 
de vida. Si no hace-
mos reformas, pro-
fundas e importan-
tes, no creceremos a 
tasas que permitan 
acelerar dichas me-
joras. Un país que 
crece al 10% dobla 
sus ingresos cada 7 

años; uno que crece al 7% duplica sus ingresos 
en 10 años; y si crece al 3%, lo hace en 23 años. 
Esto es lo que debe tener en cuenta todo aquel 
que tenga o bien capacidad de infl uir en las re-
formas o bien interés en retardarlas.  

Ahora bien, ‘reformar’ suena simple. Una 
sensación agravada por el hecho de que ha-
yamos hecho reformas hace relativamente 
poco. Bastaría, en esta última línea, que un 
grupo de técnicos y un líder tomen la decisión. 
Las reformas pendientes, sin embargo, distan 
mucho de las realizadas en los noventa y el 
contexto es diferente. Un grupo de técnicos y 
un líder ya no son sufi cientes. Hoy se requieren 
consensos políticos; el paquete de reformas 
involucra decisiones muy difíciles de asumir 
para cualquier actor político. Se precisa, ade-
más, un análisis profundo, amplio y multidis-
ciplinario (político, económico, demográfi co, 
urbanístico, social, cultural y así).

Las reformas necesitan, y a gritos, tres cosas 
fundamentales: liderazgos con capacidad de 
diálogo y negociación; cabeza fría para estruc-
turar un plan  que comprenda las necesidades 
ciudadanas y los cambios tecnológicos; y, so-
bre todo, un compromiso con el desarrollo 
nacional. Las necesidades, en consecuencia, 
van más allá de lo económico y de lo político. 

Ojalá entiendan esto en el Ejecutivo y el Le-
gislativo. De seguir por donde vamos, no solo 
no habrá reformas, sino ni siquiera el espacio 
para un debate serio.

U n día como hoy, ha-
ce un año, el país se 
despertó con la no-
ticia de la caída del 
Gabinete. Fernando 

Zavala había planteado una cuestión 
de confi anza en defensa de su minis-
tra de Educación, Marilú Martens, y 
su política educativa y el Congreso 
se la negó. Concluían 14 meses de es-
fuerzos por parte del Ejecutivo para 
tender puentes con la mayoría par-
lamentaria. En el camino había re-
cibido el apoyo a algunos proyectos 
de ley, pero también la absurda cen-
sura al ministro de Educación Jaime 
Saavedra –hoy jefe global de educación del 
Banco Mundial– e interpelaciones que habían 
conducido a la renuncia de varios ministros, 
entre ellos el entonces ministro de Transportes 
y Comunicaciones Martín Vizcarra.

Desde entonces, la dinámica política se ace-
leró. Tres meses después de la censura a Zavala, 
vino el intento de vacar al entonces presidente 
Pedro Pablo Kuczynski; y al fi nal del verano, los 
audios del congresista de Fuerza Popular Moi-
sés Mamani que llevaron a la renuncia de PPK 
y su reemplazo por el vicepresidente Martín 
Vizcarra. El nuevo gobernante bajó la tensión 
y despertó algunas expectativas, pero pronto 
su apoyo empezó a caer. La luna de miel no 
le duró ni tres meses: en junio su desapro-
bación ya superaba a su aprobación. Pero 
nuevamente aparecieron unos audios para 
cambiar la historia. Esta vez, los llamados 
audios de la vergüenza sobre la corrup-
ción en el Poder Judicial y sus vinculacio-
nes políticas. El presidente Vizcarra leyó 
bien la indignación ciudadana y tomó 
una serie de medidas, incluyendo la con-
vocatoria a un referéndum en su mensaje 
de Fiestas Patrias. Con ello recuperó el 
apoyo popular.

La encuesta de El Comercio-Ipsos 
que se publica hoy confi rma que su lec-
tura política fue la adecuada. Su apro-
bación se mantiene elevada para están-
dares peruanos (45%) aunque frágil, ya 
que la desaprobación no es deleznable 
(44%). A su vez, sus cuatro propuestas 
de referéndum siguen concitando un 
apoyo muy amplio en la población, con 
cifras similares al mes pasado. La ligera 
diferencia que se aprecia en la compa-
ración es por un menor grado de apoyo en el 
ámbito rural, que fue medido esta vez y no el 
mes anterior.  

El Congreso debería calibrar bien la espe-
ranza que la ciudadanía ha puesto en el 
referéndum. La confi anza en las au-
toridades, que ya venía deteriorada 
por Lava Jato, se ha devaluado aún 
más con los audios de la vergüenza y 

Tenían que subirse las penas. Te-
nían que subirse, sin embargo, con-
siderando, en primer lugar, el daño a 
lo que hay de común en una mujer o 
en un hombre: el ser humano.

La inequidad de nuestro código 
se hace evidente cuando debemos 
enfrentar a una persona que mata 
a una mujer, pero no en su condi-
ción de tal. 

Un sujeto que asesinara a una mu-
jer porque esta simplemente lo em-
pujó no podría ser juzgado por femi-
nicidio. Podría recibir una pena de 
apenas 15 años. Lo mismo sucedería 
si la víctima de ese desprecio por la vi-

da fuera un hombre, o incluso un niño.
Matar a un ser humano debe tener una pena 

severa, muy alta. Y la debe tener por tratarse del 
arrebatamiento de la vida.

La nueva pena por feminicidio pretende 
sancionar con mayor severidad un delito que 
se comete cada vez con mayor frecuencia. Es-
ta buena intención, sin embargo, colisiona 
con la necesidad de proteger de manera igual 
los iguales derechos de los ciudadanos. No 
somos más o menos por tener una condición 
determinada.

Si aceptamos ese principio de diferencia-
ción, mañana tendremos que incluir castigos 
distintos para los que atentan contra miembros 
de las distintas comunidades de preferencia se-
xual. Tendríamos que tener una pena especial 
para el que mata, por ejemplo, a un homosexual 
“por su condición de tal” o al que asesina a un 

la creciente sensación de que Fuer-
za Popular quiere impedir los cam-
bios en la fi scalía para defender a 
su lideresa de las investigaciones 
en su contra. La encuesta al respec-
to es muy elocuente: si el Congreso 
no avanza aceleradamente con el 
referéndum, 79% cree que se de-
berían recolectar fi rmas y 75% es-
taría dispuesto a fi rmar a favor de 
su convocatoria.

Entre los especialistas existe 
consenso en que el referéndum 
sobre el Consejo Nacional de la 
Magistratura es más urgente que 
los demás y que algunos de los te-

mas propuestos para la reforma política son 
muy complejos para votarlos apresurada-
mente. Pero lo que los congresistas deberían 
aquilatar es el hartazgo de la opinión públi-
ca. En alguna medida, un referéndum es un 
desfogue de la ira ciudadana. De no produ-
cirse, solo le dejarían a Vizcarra el camino 

“El Congreso debería 
calibrar bien la esperanza 

que la ciudadanía ha 
puesto en el referéndum”.

“Romper 
el statu quo 

requiere 
reformas 

institucionales, 
tributarias y 
laborales”.

leró. Tres meses después de la censura a Zavala, 
vino el intento de vacar al entonces presidente 
Pedro Pablo Kuczynski; y al fi nal del verano, los 
audios del congresista de Fuerza Popular Moi-
sés Mamani que llevaron a la renuncia de PPK 
y su reemplazo por el vicepresidente Martín 
Vizcarra. El nuevo gobernante bajó la tensión 
y despertó algunas expectativas, pero pronto 
su apoyo empezó a caer. La luna de miel no 
le duró ni tres meses: en junio su desapro-
bación ya superaba a su aprobación. Pero 
nuevamente aparecieron unos audios para 
cambiar la historia. Esta vez, los llamados 
audios de la vergüenza sobre la corrup-
ción en el Poder Judicial y sus vinculacio-
nes políticas. El presidente Vizcarra leyó 
bien la indignación ciudadana y tomó 
una serie de medidas, incluyendo la con-
vocatoria a un referéndum en su mensaje 
de Fiestas Patrias. Con ello recuperó el 

-Ipsos 
que se publica hoy confi rma que su lec-
tura política fue la adecuada. Su apro-
bación se mantiene elevada para están-
dares peruanos (45%) aunque frágil, ya 
que la desaprobación no es deleznable 
(44%). A su vez, sus cuatro propuestas 
de referéndum siguen concitando un 
apoyo muy amplio en la población, con 
cifras similares al mes pasado. La ligera 
diferencia que se aprecia en la compa-
ración es por un menor grado de apoyo en el 
ámbito rural, que fue medido esta vez y no el 

El Congreso debería calibrar bien la espe-
ranza que la ciudadanía ha puesto en el 
referéndum. La confi anza en las au-
toridades, que ya venía deteriorada 
por Lava Jato, se ha devaluado aún 
más con los audios de la vergüenza y 

cirse, solo le dejarían a Vizcarra el camino 
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transexual “por su condición de tal”.
La diferenciación es una degeneración 

del derecho producida por la política. Los 
congresistas quieren ser populares y ponen 
sanciones más altas para delitos sobre los 
que sus electores reclaman. 

Los derechos, y la ley que los cautela, de-
ben estar por encima de la circunstancia y 
la política. Deben ser abstractos: es decir, 
deben abstraerse de la condición específi ca.

La Constitución empieza diciendo que 
la defensa de la persona humana es el fin 
supremo de la sociedad y del Estado. La re-
dundancia tiene el sentido del énfasis, y no 
debe quebrarse ese sentido.

La ley debe proteger a todos y vindicar a 
todos en tanto seres humanos, no en tanto 
partícipes de una condición o circunstancia 
determinada.

Las sanciones penales reflejan el valor 
que damos a los bienes tutelados. Las pe-
nas son una extensión de la protección de 
nuestros derechos. Una vez producida una 
infracción contra nuestros derechos, queda 
la justicia. Es la última línea de la defensa 
que nos da la civilización.

La Ley 30819 consagra la inequidad de 
las penas. Rompe, con ello, varios principios 
constitucionales. La Constitución reconoce 
el derecho fundamental a la vida (art. 2.1), 
al margen de cualquier condición, porque 
tenemos derecho a la igualdad ante la ley 
(art. 2.2).

La vida humana merece ser protegida en 
cuanto tal.   

Director General: 
FRANCISCO MIRÓ QUESADA CANTUARIAS

Director Periodístico:  
JUAN JOSÉ GARRIDO KOECHLIN

Directores fundadores: 
Manuel Amunátegui  [1839-1875] y Alejandro Villota [1839-1861]  

Directores: 
Luis Carranza [1875-1898] 

José Antonio Miró Quesada [1875-1905]  
Antonio Miró Quesada de la Guerra [1905-1935]  
Aurelio Miró Quesada de la Guerra [1935-1950]  

Luis Miró Quesada de la Guerra [1935-1974]  
Óscar Miró Quesada de la Guerra [1980-1981]  

Aurelio Miró Quesada Sosa [1980-1998]  
Alejandro Miró Quesada Garland [1980-2011]   

Alejandro Miró Quesada Cisneros [1999-2008] 
Francisco Miró Quesada Rada [2008-2013] 

Fritz Du Bois Freund [2013-2014]
Fernando Berckemeyer  Olaechea [2014-2018]

Analista político*

ALFREDO

Torres

Periodista

FEDERICO

Salazar

Director periodístico 
de El Comercio

JUAN JOSÉ 

Garrido 
Koechlin

de la cuestión de confi anza para cerrar el 
Congreso y convocar nuevas elecciones 
parlamentarias. 

PPK también tuvo la opción de forzar 
dos censuras sucesivas a su Gabinete para 
poder cerrar el Congreso y renovarlo. Los 
sectores más antifujimoristas se lo propu-
sieron desde la censura a Saavedra hasta 
la caída de Zavala. Pero la gran diferencia 
es que entonces Keiko Fujimori contaba 

con una aprobación de 40% de la 
población y Fuerza Popular era, 
según todas las encuestas, la fa-
vorita para volver a ganar si se 
convocaban nuevas elecciones 
parlamentarias. Hoy, en cam-
bio, el apoyo popular a Keiko 
Fujimori ha caído a la tercera 
parte de lo que tenía entonces, 
y unas elecciones anticipadas 

–sea parlamentarias o generales– la 
llevarían a una derrota segura. 

Las elecciones anticipadas son el 
último recurso, pero son altamente 
riesgosas. Basta ver lo que ocurrirá 
en las próximas elecciones regio-
nales y municipales para avizorar 
que cualquier cosa puede pasar. Del 
hartazgo suelen brotar líderes furi-
bundos y demagógicos que arrasan 
con los políticos más sensatos. Si los 
temas planteados por el referéndum 
son muy complejos, lo más razo-
nable es plantear una votación por 
temas muy generales, dejando los 
detalles para una legislación poste-
rior. Si no se alcanza a convocar los 
cuatro temas propuestos por Vizcarra 
para diciembre, entonces que se voten 

dos de ellos en diciembre y se llegue a un 
acuerdo para votar los otros dos en abril. 
Lo que no pueden hacer los congresistas es 
seguir haciendo política como si nada hu-
biese pasado. Un referéndum no es la pa-

nacea, pero en este momento es lo que 
demandan los ciudadanos.

*El autor es presidente ejecutivo 
de Ipsos Perú. 


